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Y continúa:

“Por ello, a juicio de esta Dirección General de Tráfico es indiscutible que la exclusión de determinados usuarios 
debe ser necesariamente motivada y fundamentada en razones objetivas como pueden ser las dimensiones 
exteriores de un vehículo o su masa máxima autorizada, pero no por su criterio de construcción o utilización ni 
por razones subjetivas como pueden ser los posibles comportamientos incívicos de algunos usuarios tales como 
ruidos nocturnos, vertido de basura o de aguas usadas a la vía pública, monopolización del espacio público 
mediante la colocación de estructuras y enseres u otras situaciones de abuso contra las cuales las autoridades 
locales disponen de herramientas legales eficaces que deben ser utilizadas de forma no discriminatoria contra 
todos los infractores, ya sean usuarios de autocaravanas o de cualquier otro tipo de vehículo. Las autocaravanas 
pueden, por tanto, efectuar las maniobras de parada y estacionamiento en las mismas condiciones y con 
las mismas limitaciones que cualquier otro vehículo”.

 Entrando en las consideraciones reglamentarias abunda:

“Dentro de los requisitos que el Reglamento General de Circulación exige para la realización de la maniobra 
de estacionamiento no está el abandono del vehículo por parte de los ocupantes del mismo, por lo que esta 
Dirección General de Tráfico considera que, mientras un vehículo cualquiera está correctamente estacionado, 
sin sobrepasar las marcas viales de delimitación de la zona de estacionamiento, ni la limitación temporal del 
mismo, si la hubiere, no es relevante el hecho de que sus ocupantes se encuentren en el interior del mismo. La 
autocaravana no es una excepción, bastando con que la actividad que pueda desarrollarse en su interior no 
trascienda al exterior mediante el despliegue de elementos que desborden el perímetro del vehículo, entendido 
dicho perímetro como la proyección en planta del vehículo, tales como tenderetes, toldos, dispositivos de nivela-
ción, soportes de estabilización, etc, por lo que la presencia de ocupantes en el interior del vehículo es del todo 
irrelevante a efectos de considerar un vehículo como correctamente estacionado”. 

Así mismo se tendrán en cuenta las normativas autonómicas que se hayan aprobado en el caso de Andalucía.

En la Comunidad Autónoma de Andalucía el desarrollo de la regulación relativa al turismo itinerante se encuentra en 
el Decreto 26/2018 de 23 de enero, de ordenación de los campamentos de turismo. Uno de los aspectos de mejora que 
establece el decreto actual es dar respuesta a los nuevos formatos de alojamiento en los campamentos turísticos, como 
el turismo de autocaravanas. Concretamente, el decreto establece un nuevo grupo dentro de la categoría de alojamiento 
turístico de campamentos: áreas de pernocta de autocaravanas. 

Al igual que sucede con otras normativas autonómicas, el Decreto 26/2018 en su artículo 1, punto 4, deja espacio para el 
comportamiento alternativo del turismo itinerante de acuerdo con la normativa de tráfico por la cual, no se considera 
acampado un vehículo-vivienda si no realiza ningún tipo de extensión sobre el espacio ni en forma de emisiones 
sonoras o físicas, o interfiere de algún modo en el tráfico u otros aspectos urbanos: 

También estamos tramitando quejas en las que nos plantean cuestiones relativas a cortes de calle por instalaciones 
efímeras y/o por obras; travesías sin arcén y alumbrado que afectan a la seguridad de los peatones; solicitud de mejoras 
de seguridad vial; solicitud de peatonalización de calles; silencio municipal ante solicitud de regulación del tráfico a la 
entrada de colegio, etcétera.

2.3.1. Oficina de Información y Atención a la 
Ciudadanía

2.3.1.3. Hacia una buena administración
Desde la Oficina de Información y Atención a la Ciudadanía del Defensor del Pueblo Andaluz venimos observando, año 
tras año, cómo crece el sentimiento generalizado de que las administraciones públicas no atienden bien y no funcionan 
como deberían. Crecen de igual modo las quejas y las consultas por la mala atención y el mal funcionamiento que las 
personas reciben de las administraciones públicas. 

https://www.juntadeandalucia.es/boja/2018/27/1
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En las XXXVII Jornadas de coordinación de Defensorías del Pueblo celebradas en el 2024, tituladas “La labor de las De-
fensorías en la promoción de la buena administración”1se detectó la creciente existencia de una mala administración 
sistémica. Un problema que hunde sus raíces tanto en la forma en que las administraciones se organizan y se coordinan, 
como en la deficiente asignación de recursos humanos y materiales; así como en el modo en el que están diseñados 
los procedimientos que deben servir para satisfacer las necesidades de las personas.

La creación de instituciones eficaces y trasparentes, el carácter efectivo de los derechos y de las libertades fundamentales, 
la consecución del acceso a la información son Objetivos del Desarrollo Sostenible (ODS). Por ello, es muy importante 
que las administraciones públicas funcionen bien y sirvan con objetividad a la ciudadanía, siendo transparentes, sen-
sibles y responsables en sus respuestas a las demandas de las personas. Es decir, la administración debe escuchar, 
atender y cuidar a las personas.

Así, la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea recalca el derecho a una buena administración en 
su artículo 41: 

«1. Toda persona tiene derecho a que las instituciones, órganos y organismos de la Unión traten sus asuntos imparcial y 
equitativamente y dentro de un plazo razonable.

2. Este derecho incluye en particular: a) el derecho de toda persona a ser oída antes de que se tome en contra suya 
una medida individual que le afecte desfavorablemente; b) el derecho de toda persona a acceder al expediente que le 
concierna, dentro del respeto de los intereses legítimos de la confidencialidad y del secreto profesional y comercial; c) 
la obligación que incumbe a la administración de motivar sus decisiones…»

Nuestro Estatuto de Autonomía para Andalucía también plasma el derecho a unas instituciones eficaces y transparen-
tes en su artículo 31: «Se garantiza el derecho a una buena administración, en los términos que establezca la ley, que 
comprende el derecho de todos ante las Administraciones Públicas, cuya actuación será proporcionada a sus fines, a 
participar plenamente en las decisiones que les afecten, obteniendo de ellas una información veraz, y a que sus asuntos 
se traten de manera objetiva e imparcial y sean resueltos en un plazo razonable, así como a acceder a los archivos y re-
gistros de las instituciones, corporaciones, órganos y organismos públicos de Andalucía, cualquiera que sea su soporte, 
con las excepciones que la ley establezca.»

Por su parte, El artículo 3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público determina que «las 
administraciones públicas deberán respetar en su actuación y relaciones, entre otros, los principios de servicio efectivo a 
los ciudadanos, y simplicidad, claridad y proximidad a éstos.» También la buena administración y calidad de los servicios 
se encuentra recogida entre los principios generales de organización y funcionamiento de la Junta de Andalucía, según 
el artículo 3, letra t) de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía. 

La buena administración pública tiene, desde luego, que estar comprometida con la mejora real de las condiciones de 
vida de las personas y sus problemas, y procurar buscar la mejora permanente e integral de sus condiciones de vida. 

La ciudadanía, desgraciadamente, nos hace llegar que no está contenta con la calidad de la atención recibida (tiempos 
de espera, lenguaje poco claro y muchas veces incomprensible, trato poco empático,…) y que, todavía más grave, no es 
fácil relacionarse con ella, ni electrónica ni presencialmente.

A través de las consultas y de las quejas, la ciudadanía nos plantea cuestiones que raramente se reclaman en la vía ju-
risdiccional y que ejemplifican casos flagrantes de mala administración. Son personas que, en la mayoría de los casos, 
no pueden acudir a la vía costosa y lenta de los procedimientos judiciales y que nos hacen llegar sus problemas con la 
esperanza de lograr una solución.

Los casos que atendemos constituyen supuestos que, en muchos ocasiones se repiten y muestran la existencia del 
carácter sistémico y no puntual de las circunstancias que conducen a la negación o a la limitación de los derechos de 
las personas afectadas.

1 https://www.ararteko.eus/sites/default/files/2024-10/Declaracion%20program%C3%A1tica%20jornadas%20de%20coordinaci%C3%B3n%20de%20de-
fensor%C3%ADas%20del%20pueblo%2030-10-2024.pdf

https://www.ararteko.eus/sites/default/files/2024-10/Declaracion%20programática%20jornadas%20de%20coordinación%20de%20defensorías%20del%20pueblo%2030-10-2024.pdf
https://www.ararteko.eus/sites/default/files/2024-10/Declaracion%20programática%20jornadas%20de%20coordinación%20de%20defensorías%20del%20pueblo%2030-10-2024.pdf
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2015-10566
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